TRATA DE PERSONAS Y OTROS

RADICACIÓN: 66001318700120160311401
PROCESADO: LLdM 
CONFIRMA 

A N°77

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
BENEFICIO ADMINISTRATIVO / PERMISO DE HASTA 72 HORAS / REQUISITOS / PROHIBICIÓN ESPECIAL PARA EL DELITO DE LAVADO DE ACTIVOS / LEY 1709 DE 2014.
El artículo 146 de la ley 65/93 los contempla de la siguiente manera:

“ARTÍCULO 146. BENEFICIOS ADMINISTRATIVOS. Los permisos hasta de setenta y dos horas, la libertad y franquicia preparatorias, el trabajo extramuros y penitenciaria abierta harán parte del tratamiento penitenciario en sus distintas fases, de acuerdo con la reglamentación respectiva.”

Particularmente, el beneficio administrativo hasta de 72 horas se encuentra regulado en el artículo 147 del citado estatuto…
En el caso sometido a estudio, se tiene que el funcionario de primer nivel precisó que la circunstancia que conllevaba a negar el permiso administrativo de 72 horas que se reclama a favor de la señora LLdM, no obstante cumplir los presupuestos señalados en la norma citada en precedencia, obedece a que el artículo 32 de la Ley 1709/14 prohíbe la concesión de beneficios administrativos, como el que exige la sentenciada, para el delito de lavado de activos.
… cosas al existir una condena por los de delitos de trata de persona en concurso homogéneo y heterogéneo con lavado de activos y concierto para delinquir agravado, impide que la sentenciada acceda a cualquier beneficio de conformidad con lo indicado en la citada disposición, y por ello no es viable conceder el permiso de 72 horas solicitado…
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Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veinticuatro (24) de octubre de dos mil diecinueve (2019)
Acta de Aprobación N° 970
Hora: 3:00 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la apelación interpuesta por LLdM contra el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), por medio del cual negó la concesión del beneficio administrativo de permiso de setenta y dos (72) horas.
2.- PROVIDENCIA 
La señora LLdM fue condenada por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.) mediante sentencia de marzo 14 de 2016 a la pena privativa de la libertad de 9 años, 1 mes y 23 días, por los punibles de trata de persona en concurso homogéneo y heterogéneo con lavado de activos y concierto para delinquir agravado. En dicho proveído se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria.

La vigilancia de la sanción le fue asignada al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por cuanto la sentenciada se encuentra recluida en la Cárcel de Mujeres de Pereira (Rda.).
En septiembre 13 de 2019 la Directora de la Reclusión de Mujeres envió documentación al referido juzgado para que se estudiara la viabilidad de concederle el beneficio administrativo del permiso de salida hasta por 72 horas, con concepto favorable.

En auto de septiembre 18 de 2019, el Juzgado de Ejecución de Penas negó la aprobación de lo pedido al considerar que uno de los delitos –lavado de activos- por los que fue condenada LLdM se halla enlistado dentro de los punibles excluidos de la concesión del mencionado beneficio, de acuerdo con lo establecido en el artículo 32 de la Ley 1709/14.
3.- RECURSO

Inconforme con la decisión adoptada, la sentenciada interpuso recurso de apelación, en el que solicita se revoque la decisión adoptada y se acceda al beneficio, con fundamento en los siguientes argumentos:
No representa un peligro para la comunidad, toda vez que los delitos por los cuales la condenaron no fueron contra menores de 14 años, sino contra mujeres adultas, y no utilizaba armas de fuego. Su desempeño personal, familiar y social es bueno y adecuado. Por su edad -70 años- y el derecho a la igualdad se debe conceder el beneficio, toda vez que las personas mayores de 65 años pueden gozar de la sustitución de la pena. 
Existe un trato desigual frente al caso de los adultos mayores, las mujeres próximas al parto o en período de lactancia, las personas gravemente enfermas y los padres y madres cabeza de familia.

Cumple con todos los requisitos exigidos por el artículo 68A para acceder al beneficio de las 72 horas. No obstante, no se puede tener en cuenta la expresión “su personalidad” contenida en el artículo 27.2 de la ley 1142 de 2007.
Los delitos que cometió ocurrieron en el año 2011, por tanto es aplicable el principio de favorabilidad.

4.- Para resolver, SE CONSIDERA

Se tiene competencia funcional para desatar el recurso de apelación interpuesto contra la decisión por medio de la cual el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) no aprobó el beneficio administrativo de permiso de 72 horas solicitado a favor de la condenada LLdM.

La función del juez de ejecución de penas y medidas de seguridad es garantizar la legalidad de la ejecución de la pena y que se lleve a cabo precisamente al comprobar el cumplimiento efectivo de ciertas condiciones -artículo 147 de la Ley 65 de 1993-, para determinar si la persona a favor de quien se pide el beneficio es acreedor del mismo. La importancia de la atribución jurisdiccional en lo que se refiere a la verificación de su legalidad, permite que el juez pueda identificar el acatamiento de tales requisitos, por lo que su proceder se enmarca en la normativa vigente.

El artículo 146 de la ley 65/93 los contempla de la siguiente manera:

“ARTÍCULO 146. BENEFICIOS ADMINISTRATIVOS. Los permisos hasta de setenta y dos horas, la libertad y franquicia preparatorias, el trabajo extramuros y penitenciaria abierta harán parte del tratamiento penitenciario en sus distintas fases, de acuerdo con la reglamentación respectiva.”

Particularmente, el beneficio administrativo hasta de 72 horas se encuentra regulado en el artículo 147 del citado estatuto, el cual dispone:

“ARTÍCULO 147. PERMISO HASTA DE SETENTA Y DOS HORAS. La Dirección del Instituto Penitenciario y Carcelario podrá conceder permisos con la regularidad que se establecerá al respecto, hasta de setenta y dos horas, para salir del establecimiento, sin vigilancia, a los condenados que reúnan los siguientes requisitos: 

1. Estar en la fase de mediana seguridad. 

2. Haber descontado una tercera parte de la pena impuesta. 

3. No tener requerimientos de ninguna autoridad judicial. 

4. No registrar fuga ni tentativa de ella, durante el desarrollo del proceso ni la ejecución de la sentencia condenatoria. 

5. Haber descontado el setenta por ciento (70%) de la pena impuesta, tratándose de condenados por los delitos de competencia de los Jueces Penales de Circuito Especializados. 

6. Haber trabajado, estudiado o enseñado durante la reclusión y observado buena conducta, certificada por el Consejo de Disciplina. 
Quien observare mala conducta durante uno de esos permisos o retardare su presentación al establecimiento sin justificación, se hará acreedor a la suspensión de dichos permisos hasta por seis meses; pero si reincide, cometiere un delito o una contravención especial de policía, se le cancelarán definitivamente los permisos de este género”. 

En el caso sometido a estudio, se tiene que el funcionario de primer nivel precisó que la circunstancia que conllevaba a negar el permiso administrativo de 72 horas que se reclama a favor de la señora LLdM, no obstante cumplir los presupuestos señalados en la norma citada en precedencia, obedece a que el artículo 32 de la Ley 1709/14 prohíbe la concesión de beneficios administrativos, como el que exige la sentenciada, para el delito de lavado de activos.
Ahora, aunque la recurrente solicita la aplicación del principio de favorabilidad, sin precisar frente a qué norma lo pide, entiende la Colegiatura que lo pretendido es que se ajuste el artículo 68A sin la modificación del artículo 32 de la ley 1709/14, como quiera que los hechos datan del año 2011. Sin embargo, se debe tener en cuenta que con anterioridad al año 2014 se presentaron tres modificaciones del artículo 68A, la primera con la ley 1142/07, la segunda con la ley 1453/11, y la tercera con la ley 1474/11, pero las dos últimas reformas igualmente contemplaron la prohibición de beneficios administrativos para el delito de lavado de activos. Y como se aprecia, los hechos por los cuales fue condenada la señora LLdM ocurrieron entre los años 2011 y 2013
, es decir, durante la vigencia de aquellas normas que prohibían el beneficio para la conducta por la cual fue sentenciada, situación que descarta cualquier posibilidad de aplicar una norma anterior por favorabilidad.
Así las cosas al existir una condena por los de delitos de trata de persona en concurso homogéneo y heterogéneo con lavado de activos y concierto para delinquir agravado, impide que la sentenciada acceda a cualquier beneficio de conformidad con lo indicado en la citada disposición, y por ello no es viable conceder el permiso de 72 horas solicitado puesto que los jueces por mandato constitucional deben someterse al imperio de la Ley. 

De otra parte, no es atendible el argumento según el cual por su edad es igualmente aplicable el artículo 314 de la Ley 906/04, toda vez que el dispositivo se refiere exclusivamente a la sustitución de la detención preventiva, pero no a los beneficios administrativos.

Por lo anterior, al tener en cuenta que el permiso de hasta 72 horas es, sin lugar a dudas, un beneficio administrativo que no puede ser otorgado cuando concurre el evento previsto en el artículo 32 de la Ley 1709 en cita, esta Corporación concluye que la providencia opugnada amerita confirmación. 
5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad que fue objeto de apelación, por medio del cual se negó la concesión del beneficio administrativo solicitado a favor de la sentenciada LLdM.

Contra la presente providencia no procede recurso alguno.

COMUNÍQUESE Y DEVUÉLVASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
� Sentencia, visible a folios 1 al 5 fte. y vto.
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